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RESOLUCIÓN SOBRE ÉTICA DEMOCRÁTICA

De un tiempo a esta parte la ciudadanía asiste perpleja a una sucesión de casos relacionados con la corrupción que nos obligan a dar una respuesta tajante desde la política. No es sólo un problema de apropiación ilícita de recursos económicos o patrimoniales, que evidentemente tiene que resolver la Justicia. Este rosario de escándalos está afectando de forma grave a nuestra democracia, al arrojar sospechas sobre los representantes de la ciudadanía y sobre el conjunto del sistema.

La corrupción es hoy el mayor peligro para nuestra democracia y por eso luchar de forma decidida contra ella es la mejor garantía de reforzarla.

Hay que recuperar el prestigio de la política. En un tiempo en que todo el sistema democrático padece un grave problema de descrédito, quienes ocupamos cargos de responsabilidad política debemos ser los primeros en no transigir con quienes hacen un uso ilegítimo de los recursos públicos.

Debemos plantear medidas urgentes y audaces, sí, pero sin caer en la demagogia, ni en el descreimiento populista de quienes consideran que todos los representantes políticos no son de fiar y que nuestra democracia es de baja calidad.

Ni todos los políticos son corruptos, ni todos los partidos somos iguales. Los Socialistas Vascos creemos en el noble ejercicio de la política y ello exige, en primer lugar, llevar a cabo una defensa férrea de nuestro sistema democrático, como expone la Ponencia Política de este Congreso, y una labor pedagógica en torno a la función de los partidos y su necesidad.

Como reza el artículo 6 de la Constitución los partidos políticos son “instrumento fundamental para la participación política”. Sin ellos ni hay pluralismo, ni hay democracia. Necesitamos unas organizaciones políticas fuertes y estructuradas; no a pesar del riesgo de corrupción, sino precisamente para evitar que prolifere la corrupción. Y para lograrlo, hay dos elementos imprescindibles:

· Una financiación transparente de los partidos, que les permita contar con recursos suficientes para desarrollar su actividad con eficacia, pero sometida a la transparencia, a los controles y a una constante auditoría pública.

· Una retribución adecuada de las personas que se dedican a la política, que sea pública y transparente y de la cual tengan que dar cuenta periódicamente estableciendo controles más rigurosos y eficientes.

Sin dignificación de la política, difícilmente habrá regeneración democrática. En este sentido, hacemos un llamamiento a todos los partidos para asumir un mínimo colchón ético y adoptar las reformas jurídicas y orgánicas dentro de cada partido al objeto de establecer un mayor control de toda la actividad política, tanto a nivel institucional como en el ámbito orgánico.

Ámbito institucional

La ciudadanía tiene derecho a saber cómo se gestiona la cosa pública. La transparencia es un principio básico de la actividad política, es una condición previa imprescindible para poder ejercer nuestros derechos fundamentales y es la herramienta más eficaz para frenar prácticas ilícitas. Poder consultar hasta la última factura de un Ayuntamiento, Diputación, Gobierno u organismo público, para eliminar toda actitud opaca en la gestión pública.
No podemos tolerar que haya un solo rincón oscuro en nuestras administraciones. Y cuanto mayor sea el foco, más difícil será salirse de él.

Varias son los herramientas en las que debe avanzar toda Administración:

· Open Government: como puerta de entrada a la Administración y cauce para impulsar la participación y la colaboración ciudadana, 

· Open Data: desde donde poner a disposición de la ciudadanía en formato reutilizable  toda la información de la que dispone una institución pública, 

· Perfil del Contratante: una herramienta para que las empresas puedan conocer con antelación los datos de las licitaciones.

· Perfil de Empresas Adjudicatarias de la Administración: donde cualquier ciudadano o ciudadana puede consultar los datos de los contratos asignados a empresas y su facturación.

· Órgano Administrativo de Recursos Contractuales: órgano independiente que atienda los recursos contra las adjudicaciones de la Administración y que permite a cualquier licitador impugnar una adjudicación, antes de la firma del contrato.

Estas herramientas (en cuya implantación el Gobierno Socialista de Euskadi ha sido un referente) deben extenderse ahora al conjunto de administraciones de la Comunidad Autónoma Vasca y de España: Gobierno central, Gobiernos autonómicos, diputaciones y ayuntamientos.

Junto a ello, resulta fundamental trabajar en una legislación avanzada que limite el margen de acción a quienes sólo sirven a intereses particulares y persiga a los infractores. No pretendemos caer en el adanismo. Hay un largo camino recorrido en este campo. Así, entendemos que la Ley Orgánica sobre Financiación de los Partidos Políticos (de octubre de 2012) es un texto eficaz que necesita ahora una aplicación rigurosa.

Por el contrario, vemos necesaria, y a tal fin hemos presentado ya una iniciativa en el Parlamento Vasco, una Ley Reguladora del Código de Conducta del Cargo Público y de su Régimen de Incompatibilidades, que garantice un mayor control en el tránsito entre el sector privado y el público.

Asimismo, defendemos, tanto a nivel autonómico, como estatal, una Ley de Transparencia que marque las obligaciones de las administraciones y los derechos de la ciudadanía en este terreno.

Durante la pasada legislatura, el Gobierno Socialista de Euskadi trabajó un texto ambicioso que, lamentablemente, no pudimos aprobar, pero que mantiene su vigencia y que vamos a seguir impulsando.

Mayor transparencia y mayor control en los dineros que gestiona la Administración, por supuesto. Que no haya un euro de la caja pública que se escape a manos privadas. Pero tampoco euros de las cajas privadas, que eludan la solidaridad colectiva. Combatir de forma eficaz la corrupción obliga a reforzar la lucha contra el fraude fiscal. Lo venimos pregonando desde hace tiempo. Hace falta una mayor coordinación entre las Haciendas, las vascas y las del conjunto de España. 

Coordinación también entre éstas con los diferentes Tribunales de Cuentas Públicas del país. Debemos establecer mecanismos para mejorar la colaboración entre los diferentes organismos dedicados al control de las cuentas, permitirles cruzar y cotejar los datos. 

No es cuestión de guardar los datos en un confesionario (como defiende un conocido representante foral), sino de fomentar un uso racional de la información entre los diferentes organismos de control, para poner coto a los recovecos que algunos encuentran para eludir sus obligaciones con el conjunto de la sociedad.

No hablamos sólo de fraude fiscal. Atajar las comisiones ilegales adoptar toda una serie de medidas que permitan erradicar las mismas. Así como aceptamos que haya un foco permanente sobre la actividad de partidos e instituciones, no puede ser menor el control sobre las empresas que trabajan con la Administración. Hay que mejorar mecanismos de inspección y vigilancia, para evitar que los contratos públicos se adjudiquen por vías opacas. Y ser inflexibles en la condena: una empresa condenada por cohecho debería tener prohibido volver a trabajar con la Administración Pública.

Por último, no olvidamos que tan importante como contar con un marco garantista es castigar a quien lo quebrante. Por eso, consideramos fundamental una aplicación rigurosa, sistemática y sin excepción del Código Penal en aquellos casos de delito fiscal, cohecho y otros casos de apropiación ilícita de recursos públicos.

Apostamos por la constitución de un juzgado especial, dotado de los medios suficientes para actuar con eficacia y rapidez, que se haga cargo de todos los casos de corrupción política que sucedan en España.

Esta rigurosidad debe ser extensiva a los paraísos fiscales e instituciones financieras opacas, impulsando a nivel internacional las medidas que todas las entidades financieras extranjeras tengan la obligación de informar a las Haciendas de los distintos países de los fondos depositados en ellas por titulares de su nacionalidad. 

La opacidad de algunos países rompe de forma radical la libre concurrencia de las entidades financieras y da cobertura al crimen económico. Debemos prohibir toda transacción económica con países en los que sus entidades financieras se nieguen a dar información las Haciendas Públicas. 

Ámbito de las organizaciones políticas

Esta misma transparencia a la que apelamos en el plano institucional debe ser aplicada en el orgánico. Cada foco de sospecha que se suscita dentro de nuestras organizaciones, es una mancha indeleble en el ropaje democrático.

Y aunque no es menor el ejercicio de transparencia que realizamos los que entramos en política, debemos aceptar la auditoría permanente sobre nuestras actividades. Es algo impostergable. La ciudadanía nos exige respuestas. Los cargos que no estén dispuestos a la total transparencia deben abandonar la política.

Debemos avanzar en una regulación legal que garantice esta transparencia y control a la actividad del conjunto de los partidos. 

Y por ello proponemos que se dote de competencias al Tribunal Vasco de Cuentas Públicas para que analice con carácter periódico y de oficio la evolución del patrimonio de los cargos públicos y orgánicos de las formaciones políticas, desde que asumen esta responsabilidad hasta que la dejan. 

Los integrantes de las ejecutivas autonómicas de los distintos partidos y los representantes en instituciones y sociedades públicas, deberán presentar su declaración de bienes al inicio y al final de su mandato, de forma que sea accesible para el conjunto de la ciudadanía. 

Se deberá publicar anualmente en Internet el contenido de los Presupuestos de ingresos y gastos de cada partido, así como las liquidaciones de las Cuentas.

Debemos fortalecer el papel del Tribunal de Cuentas. Endurecer el deber de colaborar con él, para que no haya organización que eluda la dación de cuentas. Debemos aumentar las exigencias de información. No es de recibo que este órgano tarde cinco años en elaborar un informe sobre los estados contables de los partidos políticos y sus fundaciones asociadas. De igual modo que se exige a las sociedades mercantiles, los partidos con representación parlamentaria deberían presentar anualmente cuentas auditadas al Tribunal, lo que mejoraría la fiscalización y aceleraría los plazos.

Proponemos impulsar los cambios internos oportunos para se aparte automáticamente de su responsabilidad a cualquier cargo orgánico o institucional con acusación firme por un caso de corrupción, cuando ésta cuente, al menos, con el criterio favorable de la Fiscalía, siempre sin perjuicio del artículo 22.4 de la Constitución.
Proponemos, asimismo, la creación de una Sala Especial de la Audiencia Nacional que tramite todos los casos relativos a la corrupción, como garantía de mayor celeridad e independencia judicial.
Independientemente de las medidas que proponemos para adoptar a nivel institucional y en el conjunto de las organizaciones políticas, el PSE-EE se compromete a adoptar las siguientes medidas:

1. Hacer públicos en nuestra web los Presupuestos de ingresos y gastos y las liquidaciones, una vez que las apruebe el Comité Nacional.

2. Ampliar las competencias de la Comisión de Ética del PSE-EE con el fin de que:

a) Reciba e investigue las denuncias de los afiliados y afiliadas sobre cualquier conducta o actuación de los dirigentes o cargos públicos del partido que cuestione la honestidad y ejemplaridad exigible a quienes forman parte del proyecto socialista.

La Comisión de Ética conocerá e indagará de forma reservada sobre las informaciones que la reciba en el plazo más corto posible. En el caso de que se confirmen comportamientos deshonestos o inapropiados, trasladará sus conclusiones a la Comisión Ejecutiva de Euskadi para que adopte las medidas que correspondan.

b) Reciba, compruebe y guarde las declaraciones de bienes que deberán presentar todos los miembros de la Comisión Ejecutiva del PSE-EE, así como los cargos del partido en instituciones y entidades y empresas públicas al iniciar y al finalizar sus mandatos. 
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